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Señor Director:
La cobarde agresión contra el diputado Javier 

Olivares vuelve a demostrar que en Chile exis-
te un preocupante clima de intolerancia política 
impulsado por sectores fanatizados de extrema 
izquierda. Y no se trata de un hecho aislado: antes 
ya habían sido agredidos el diputado José Carlos 
Meza y la ministra Ximena Lincolao. Cuando 
las diferencias ideológicas comienzan a resol-
verse mediante insultos, empujones, escupitajos, 
amenazas o golpes, la democracia empieza a de-
gradarse peligrosamente.

Lo más grave es que estos hechos ocurren hoy, 
en pleno siglo XXI, y no en tiempos de crisis ins-
titucional del pasado ni en la época de la Guerra 
Fría. Existe una ultraizquierda radicalizada que 
no busca debatir ideas, sino imponerlas mediante 
la presión, la funa y la violencia. Así no se cons-
truye convivencia democrática. Así se mancha 
la política y se instala la lógica del miedo contra 
quienes piensan distinto.

También resulta incomprensible que Chile 
aún no cuente con una legislación firme contra las 
agresiones políticas organizadas. Mientras exis-
ten leyes para sancionar conductas mucho menos 
graves, como el acoso callejero verbal (con la ley 
antipiropos), todavía no se aborda con seriedad la 
violencia contra autoridades elegidas democráti-
camente. Ahí existe una tarea pendiente urgente 
para el Congreso: defender la democracia también 
implica proteger el derecho de todos a participar 
en política sin temor a ser agredidos ni violenta-
dos en forma ruin y cobarde.

Iván Olguín,
Periodista y Cientista Político

Señor Director:
El asesinato de una inspectora en Calama a 

manos de un estudiante, las amenazas de tiroteo 
en diversos establecimientos, la planificación de 
violación a una docente por medio de un chat pri-
vado en Puerto Montt, y la reciente batalla campal 
en Talcahuano dejan en evidencia una profunda 
crisis de seguridad y convivencia que amenaza 
al sistema educativo a nivel nacional.

La degradación de los valores inculcados en 
el hogar, la pérdida de respeto hacia la autoridad 
y la severa falta de atención en salud mental, po-
nen de manifiesto que el origen de esta crisis va 
más allá de la instalación de pórticos o la revi-
sión de mochilas.

Si bien el protocolo de Aula Segura con-
templa medidas necesarias para abordar los 
efectos de la violencia, desatiende sus causas, 
evidenciando un vacío regulatorio y pedagógi-
co. Este vacío se manifiesta en ámbitos como 
incapacidad del marco legal para intervenir 
en espacios digitales, principalmente en los 
chats privados. Mientras el marco normativo 
no articule una respuesta integral, las aulas 
seguirán siendo espacios de vulnerabilidad y 
no de aprendizaje.

Cynthia Campos Gómez,
Fundación para el progreso

Señor Director:
Luego de que un grupo de alcaldes llegó a La 

Moneda con un ataúd, alegando la “muerte de la 
salud pública”, cabe preguntarse dónde estaban 
estos jefes comunales cuando, durante años, admi-
nistraron los consultorios sin cuestionamientos.

Es curioso que ahora, cuando son oposición, 
descubran la emergencia. Los datos, en tanto, ha-
blan por sí solos: el Gobierno identificó a más de 
33.700 pacientes con cáncer que llevaban años en 
listas de espera; resolvió más de 22 mil atenciones 
oncológicas —que van desde consultas médicas 
y biopsias hasta cirugías—; ejecutó 2.800 inter-
venciones e invirtió $ 154 mil millones en reducir 
garantías retrasadas. El 85% de eso ocurrió en 
hospitales públicos.

Nadie niega que los recortes merecen análi-
sis, pero hay una diferencia enorme entre llegar 
con propuestas técnicas y marchar con un ataúd 
para las cámaras. Lo primero es gestión pública. 
Lo segundo es show.

Aldo Manuel Herrera,
Instituto Libertad

Señor Director:
El Fondo Monetario Internacional alertó 

recientemente sobre los riesgos que la inteli-
gencia artificial representa para la estabilidad 
financiera global, advirtiendo que su impac-
to ya trasciende el robo de datos y el fraude 
individual, y compromete la continuidad y 
confianza del sistema financiero.

Si bien gran parte del debate se ha cen-
trado en la ciberseguridad, el desafío es más 
profundo. Hoy, el principal activo del ecosis-
tema digital es la confianza. Y esa confianza 
comienza por saber quién está realmente del 
otro lado de una transacción, una operación 
bancaria o una interacción digital.

En este escenario, la verificación de 
identidad robusta se convierte en un habi-
litador crítico de estabilidad y continuidad 
operacional. La discusión ya no pasa solo 
por proteger sistemas, sino por construir 
confianza digital sostenible. La autentica-
ción reforzada, la biometría, la validación 
documental y los modelos de identidad 
digital confiables serán parte esencial 
de la resiliencia financiera de los próxi-
mos años.

Alberto Juárez,
VP Digital ID & Trust en Sovos

Señor Director:
La recuperación del mercado de oficinas 

es una señal positiva, pero no debe leerse 
como un simple retorno al modelo previo a 
la pandemia. Hoy, empresas y trabajadores 
evalúan la presencialidad con otros criterios: 
eficiencia, flexibilidad, bienestar y sentido 
de pertenencia. Ir a la oficina tiene que va-
ler la pena.

Según el estudio “IA y presencialidad: 
el nuevo panorama laboral”, de WeWork y 
PageGroup, el 74% de los encuestados iden-
tifica la integración de equipos como una 
de las principales ventajas de la presencia-

lidad, seguida por la comunicación directa. 
Ese dato muestra que el valor de la oficina 
sigue vigente, pero está menos asociado a la 
productividad y más vinculado al encuentro 
entre personas.

Por eso, el retorno a las oficinas debe ir 
acompañada de una nueva propuesta de valor. 
Los espacios de trabajo del futuro no serán 
solo metros cuadrados arrendados, sino plata-
formas flexibles, capaces de crecer, ajustarse 
y entregar experiencias más humanas.

Claudio Hidalgo,
Presidente de WeWork 

Latinoamérica

Señor Director:
En Chile solemos hablar de salud mental 

como si fuera, ante todo, un asunto indivi-
dual: de resiliencia, autocuidado o terapia. 
Sin embargo, esta mirada deja fuera un punto 
fundamental: una parte importante del sufri-
miento psíquico tiene raíces sociales profundas. 
La precariedad laboral, la inseguridad eco-
nómica, la inestabilidad de los ingresos y la 
imposibilidad de proyectar un futuro no son 
anomalías personales, sino condiciones es-

tructurales que afectan la vida cotidiana de 
millones de personas.

Cuando alguien duerme mal porque no sabe 
si podrá pagar el arriendo, cuando la ansiedad se 
instala por el miedo constante a perder el traba-
jo o cuando el agotamiento se vuelve parte de la 
rutina, lo que falla no es solo el equilibrio emocio-
nal del individuo. También fallan las condiciones 
que organizan su vida. Medicalizar ese sufrimien-
to sin intervenir sobre sus causas equivale a tratar 
los síntomas y normalizar el daño.

La salud pública contemporánea ha sido clara: 
la salud mental también es un asunto de justicia 
social. Vivir con seguridad económica, vínculos 
estables, acceso a servicios y una posibilidad real 
de futuro no debiera entenderse como un privilegio, 
sino como una condición mínima que el Estado, 
junto con otras instituciones sociales, debe con-
tribuir a garantizar, especialmente para quienes 
viven en condiciones de mayor desventaja.

Hoy, cuando se discute una Ley Integral de Salud 
Mental, el país tiene la oportunidad de avanzar ha-

cia políticas intersectoriales que no solo amplíen la 
atención clínica, sino que también transformen las 
condiciones que producen malestar. La pregunta 
es si asumiremos este desafío como un deber co-
lectivo o si seguiremos trasladando la carga del 
sufrimiento a quienes lo padecen. La respuesta 
definirá, en gran medida, el tipo de sociedad que 
queremos construir.

Rodrigo Casanueva,
Programa Investigación Salud 
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Magallanes unido contra 
el abigeato: un delito 
que no queda impune
“En la región austral, el abigeato se enfrenta 

con firmeza y coordinación”.

El abigeato, el robo de ganado, 
es un delito que atenta contra la 
esencia productiva y cultural de 
la Región de Magallanes. En una 
tierra donde la ganadería ovina 
y bovina constituye el motor eco-
nómico y parte fundamental de 
la identidad local, este ilícito no 
solo afecta a los productores, sino 
también a toda la comunidad.
En Magallanes, la lucha contra 
el abigeato se enfrenta con deci-
sión y coordinación. La Fiscalía, 
Carabineros y la Policía de 
Investigaciones trabajan de ma-
nera conjunta con los ganaderos y 
asociaciones rurales para investi-
gar y sancionar a los responsables. 
Esta articulación institucional 
garantiza que el delito no quede 
impune y que quienes atentan 
contra el patrimonio ganadero 
enfrenten la justicia.
La denuncia oportuna es vital. 
Cada productor que informa 

la pérdida de animales o movi-
mientos sospechosos contribuye 
a fortalecer la seguridad colecti-
va. Denunciar no solo protege el 
esfuerzo individual, sino que tam-
bién refuerza la defensa de toda 
la región frente a quienes buscan 
lucrar con el trabajo ajeno.
Magallanes ha demostrado que 
la unión entre el mundo rural y 
las instituciones judiciales y poli-
ciales es la clave para mantener 
a raya este delito. La vigilancia 
comunitaria, el uso de tecnolo-
gía para el control de animales 
y la acción firme de la justicia 
consolidan un mensaje claro: el 
abigeato no tiene cabida en esta 
tierra de trabajo honesto.
Denunciar es proteger. En 
Magallanes, cada voz que se alza 
contra el abigeato asegura que la 
región siga siendo un territorio 
donde el esfuerzo ganadero se 
respeta y se defiende.
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